MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCION SOBRE LA ELIMINACION DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACION CONTRA LA MUJER, ADOPTADO POR LA ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS EL 6 DE OCTUBRE DE 1999.


______________________________





SANTIAGO, enero 23 de 2001

















M E N S A J E  Nº 282-343/




















Honorable Cámara de Diputados:


A S.E. EL 


PRESIDENTE


DE LA H. 


CAMARA DE


DIPUTADOS.


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 6 de octubre de 1999.


I.	ANTECEDENTES.


1.	La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer.


La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), representa la declaración internacional de los derechos de la mujer, y es considerada por los especialistas como la "Carta Magna" en esta materia. 


Fue adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 1979.  Fue ratificada por el Gobierno de Chile el 7 de diciembre de 1989. Se incorporó al ordenamiento jurídico nacional mediante Decreto Supremo Nº 789, de 27 de octubre de 1989, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial de fecha 9 de diciembre del mismo año. 


Al mes de abril del 2000, 165 países han ratificado esta Convención, entre ellos todos los de América Latina y El Caribe.


Al establecer que el mero reconocimiento de la condición humana de la mujer no ha bastado para que se garantice la protección de sus derechos mediante las normas y los mecanismos de derechos humanos existentes, reúne, en un único tratado internacional las disposiciones de instrumentos anteriores de las Naciones Unidas relativas a la discriminación sobre la base del sexo.


Así, la Convención constituye el principal instrumento jurídico internacional de derechos humanos de las mujeres, de carácter vinculante, que consigna los principios aceptados internacionalmente sobre esta materia, expresando claramente que ellos son aplicables a las mujeres de todas las sociedades.


2.	El Comité para la Eliminación de la discriminación contra la Mujer.


El artículo 17 de la Convención establece la formación de un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, encargado de supervisar la aplicación de sus disposiciones por los Estados Partes. 


Este Comité está compuesto por personas expertas en la materia, procedentes de 23 países. Las mismas son escogidas por votación secreta, de una lista propuesta por los países que son parte de la Convención, teniendo en cuenta una distribución geográfica equitativa, así como la representación de diferentes civilizaciones y sistemas jurídicos. Las personas que integran el Comité prestan servicios a título personal y no como delegadas o representantes de sus países de origen.





II.	El Protocolo facultativo.


La Asamblea General de Naciones Unidas, en su quincuagésimo cuarto período de sesiones, aprobó y abrió a la firma, ratificación y adhesión, el Protocolo Facultativo de la Convención, el 10 de diciembre de 1999. 


El Gobierno de Chile fue el primero en suscribir el Protocolo, junto con varios países latinoamericanos, y una mayoría de países europeos, rindiendo de esa manera un homenaje a la CEDAW, consecuente con la posición a favor de la igualdad de oportunidades para las mujeres, que ha constituido una de las prioridades políticas de Chile, tanto en el ámbito interno como en el internacional. 





1.	La necesidad de un Protocolo Facultativo de la CEDAW.


Para el derecho internacional, un protocolo facultativo es un mecanismo jurídico, adjunto a una Convención o Pacto, que introduce aspectos no contemplados en estos instrumentos y que queda abierto a la ratificación de los Estados Partes de los mismos.


Se ha constatado que los mecanismos internacionales existentes para la implementación de la Convención hasta antes de la aprobación del Protocolo, eran claramente insuficientes. 


En razón de esta consideración, el artículo 1º del Protocolo dispone que "Un Estado Parte en el presente Protocolo, reconoce la competencia del Comité (Para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer) para recibir y considerar las comunicaciones presentadas". Completando esta disposición, el artículo 2 establece que las comunicaciones podrán ser presentadas por personas o grupos de personas sujetos a la jurisdicción del Estado Parte, en caso de ser víctimas de una violación de los derechos establecidos en la Convención.


2.	El Protocolo contempla un sistema de comunicaciones como instrumento de supervigilancia de la Convención.


El Protocolo Facultativo coloca a la Convención sobre la Eliminación de toda Forma de Discriminación Contra la Mujer, en condiciones de igualdad con otros tratados internacionales que cuentan con procedimientos de comunicaciones. 


En efecto, tres de los seis mayores tratados de las Naciones Unidas sobre derechos humanos, otorgan a sus organismos de supervisión y monitoreo, autoridad para recibir y considerar comunicaciones.  Estos son: el Pacto sobre Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, y la Convención contra la Tortura y otros Tratados Crueles, Inhumanos o Degradantes.


3.	Se fundamenta en el principio de la cooperación.


El Protocolo Facultativo de la Convención se basa en el diálogo y la cooperación entre el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, y los Estados que lo han ratificado. 


Con este propósito, el artículo 4º establece que el Comité no examinará una comunicación sin antes haber determinado que se han agotado todos los recursos internos disponibles, salvo que sean de tramitación indebidamente prolongada o difícilmente puedan brindar un remedio efectivo. 


4.	Estado de ratificaciones.


Al concluir el año 2000, sesenta y tres países han suscrito ya el Protocolo Facultativo, catorce de ellos latinoamericanos, incluyendo Chile.  Habiéndose cumplido con las 10 ratificaciones previstas para su vigencia internacional, se encuentra en vigor desde el 22 de diciembre pasado.


III.	CONTENIDO DEL PROTOCOLO FACULTATIVO.


Este se estructura sobre la base de un Preámbulo, en el cual constan los propósitos del mismo, y 21 artículos.


1.	Reconocimiento de la competencia del Comité.


	Su Artículo 1º, consigna el reconocimiento de todo Estado, que pase a ser Parte del Protocolo, de la competencia del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW), a los efectos de recibir y considerar las comunicaciones que se presentan.


2.	Titulares del derecho a presentar comunicaciones


El Artículo 2º dispone quienes son las personas o grupos de personas que tienen derecho a presentar las comunicaciones ("locus standi") mencionadas en el artículo 1º. Esta determinación es importante porque si el demandante no reviste la calidad jurídica exigida, la comunicación deben ser rechazada por el Comité sin entrar las análisis de las cuestiones de fondo. 


Las personas autorizadas para presentar comunicaciones son: las personas físicas y los grupos de personas que sean víctimas de la violación de alguno de los derechos prescritos en la Convención, siempre que se hallen bajo la jurisdicción del Estado Parte en relación al cual se dirige la comunicación. Estas víctimas pueden actuar por sí mismas o representadas por otros individuos (ej.: abogados, familiares) o por grupos de personas (ej.: organizaciones no gubernamentales). 


Cabe señalar que durante la discusión del Protocolo se rechazó que las personas jurídicas pudieran ser consideradas víctimas.


Aunque el texto de este artículo no exige en forma explícita que los representantes de las víctimas estén sujetos a la jurisdicción de un Estado Parte, durante la discusión del Protocolo se acordó que los personeros, al igual que las víctimas, deberían estarlo.  Ello imposibilita la representación de organizaciones no gubernamentales internacionales, que no están bajo la jurisdicción del Estado demandado, para formular comunicaciones.


Normalmente se requiere el consentimiento de la víctima para que una comunicación sea presentada en su nombre. No obstante, este artículo establece una excepción a esta regla si el representante puede "justificar" la falta de consentimiento.  Por ejemplo, si se trata de un grupo de personas numerosas, en que no se obtiene el consentimiento de cada una de ellas, o la víctima está impedida de otorgarlo por enfermedad o detención.


3.	Criterios de admisibilidad formal de las comunicaciones.


De acuerdo al artículo 3º, las comunicaciones no pueden ser anónimas y deben presentarse por escrito. Asimismo, le está vedado al Comité recibir comunicación alguna que concierna a un Estado Parte en la Convención que no sea parte en el Protocolo.


4.	Requisitos de admisibilidad de fondo.


a.	Agotamiento de todos los recursos de la jurisdicción interna.


En primer lugar, es necesario agotar todos los recursos de la jurisdicción interna.


Este principio se encuentra consagrado en el numeral primero del Artículo 4º.  Además, se trata de un principio contenido en el Primer Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 2), y en la mayoría de los procedimientos de presentación de comunicaciones.


Sin embargo, se establecen una serie de excepciones a esta regla.  Por una parte, en caso que los recursos internos se prolonguen injustificadamente. 


Un segundo caso de excepción no contemplado en el Protocolo anteriormente mencionado, pero sí en la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles Inhumanos o Degradantes (art. 21, c), es la señalada en este artículo 4, que establece que no se exigirá el agotamiento de los recursos internos cuando sea probable que su tramitación "se prolongue injustificadamente o no sea probable que brinde por resultado un remedio efectivo".


b.	Otros criterios de inadmisibilidad.


El protocolo contempla otros requisitos. Estos pueden agruparse como criterios de inadmisibilidad.


Estos se agrupan en el numeral segundo. Son los siguientes:


i)	La duplicación de procedimientos, en caso que la comunicación ya hay sido examinada por el Comité o está siendo o fue examinada en otro órgano internacional de derechos humanos.


ii)	La improcedencia por incompatibilidad con el texto de la Convención, cuando los hechos de la denuncia no se relacionan con los derechos garantizados en la Convención.


iii)	La falta de fundamento (si se alegan violaciones de derechos no contemplados en la Convención, por ejemplo) o la insuficiencia de substanciación de la comunicación.  


Esta causal fue materia de aguda controversia durante la discusión del Protocolo, al afirmar muchas delegaciones que este asunto debía probarse durante el procedimiento y no antes, por lo cual el estándar exigido por el Comité en esta etapa debería ser bajo.


iv)	Abuso de derecho, cuando las denuncias son manifiestamente maliciosas, como si se presentan para difamar a alguna persona o se presenta repetidas veces una comunicación cuando el Comité ya la ha declarado improcedente.


v)	La irretroactividad en relación a la fecha de entrada en vigencia de este Protocolo para el Estado Parte, con la salvedad de violaciones a los derechos, de carácter constante, que continúan ocurriendo después de esta fecha.


Esta causal se prefirió señalar explícitamente en el texto de este artículo. Cabe destacar que este caso no se había señalado anteriormente en procedimientos de otros Comités, aunque así se había resuelto en la práctica por el Comité de Derechos Humanos (Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos) al conocer varios casos.





5.	Medidas provisionales cautelares.


El Artículo 5º se refiere a una etapa previa al examen de una comunicación recibida por el Comité, en la que, antes de decidir sobre su admisibilidad, este órgano puede pedir al Estado Parte interesado, la adopción de medidas provisionales que eviten posibles daños a la víctima o víctimas de la supuesta violación denunciada. 


Según lo especifica esta norma, dicho proceder por parte del Comité no implica juicio alguno sobre la admisibilidad o el fondo de la comunicación.


6.	Etapas del procedimiento de comunicaciones.


Una vez admitida a tramitación, la comunicación pasa por varias etapas.


a.	Primera Etapa.


El Artículo 6º, alude a la primera etapa del procedimiento de comunicaciones. En ella, el Comité pone confidencialmente en conocimiento del Estado Parte interesado, la comunicación recibida antes de decidir sobre su admisibilidad, siempre que la o las personas interesadas consientan en que se revele su identidad al Estado Parte.


La notificación tiene por propósito que el Estado Parte, en el plazo de seis meses, pueda exponer por escrito sus explicaciones y las medidas correctivas adoptadas.  


Dicha norma es coherente con el artículo 3º de este Protocolo, que no acepta la posibilidad de comunicaciones anónimas.  


Cabe señalar que en atención a que antes de recurrir a este Protocolo se deben agotar todos los recursos internos, en la mayoría de los casos la identidad de la víctima es de conocimiento público.  Sin embargo, cuando la revelación de la identidad de la víctima pueda significarle daños irreparables, el Comité debe evaluar medidas provisionales que eviten tal situación.


b.	Segunda etapa.


En esta parte, de acuerdo al Artículo 7º, el Comité examina el fondo del asunto y como resultado de ello manifiesta su opinión y emite sus recomendaciones.





Esta fase implica la actuación de este órgano, tomando en consideración toda la información que por escrito le han hecho llegar tanto el demandante como el Estado Parte. 


La información sobre las medidas que el Estado Parte interesado decida tomar a raíz de las recomendaciones hechas por el Comité, le debe ser enviada por aquél mediante una respuesta escrita al Comité en el plazo de seis meses. Cualquier información adicional relativa a dichas recomendaciones, puede ser presentada por el Estado Parte a sugerencia del Comité, y si éste así lo estima procedente, puede incluirse en los informes periódicos futuros que presente el Estado Parte de acuerdo al artículo 18 de la Convención. 


Las opiniones y recomendaciones del Comité, con las que culmina el procedimiento de comunicaciones, deben cumplirse por el Estado Parte interesado de buena fe; pero no son vinculantes ni tampoco se traducen en algún tipo de sanción para este último si las desconoce.


7.	El procedimiento de investigación.


Los Artículos 8º, 9º y 10 dan cuenta de otro mecanismo de supervisión diferente al "procedimiento de comunicaciones" reglamentado en los artículos anteriores de este Protocolo. Es lo que se denomina "procedimiento de investigación".


a.	No es necesaria la intervención de la víctima.


Este mecanismo permite que las violaciones graves o sistemáticas pueden ponerse en conocimiento del Comité por cualquier persona u organismo que le entregue información al respecto, sin que se requiera tampoco el agotamiento previo de los recursos jurisdiccionales internos.


Desde el punto de vista de la protección y garantía de la vigencia de los derechos humanos, este mecanismo constituye un avance en el sentido que se refiere a la denuncia de "violaciones graves" (severas) o violaciones sistemáticas (frecuentes o que son parte de un plan o política) de los derechos contemplados en la Convención, en la que no es necesaria la intervención de la víctima. 


b.	Intervención del Estado Parte.


Presentada la información, el Comité comienza el procedimiento, propiciando la colaboración del Estado Parte mediante la invitación a que presenten observaciones relativas a la información. 


Analizadas estas observaciones, junto a la información fidedigna de que disponga, el Comité, si lo estima procedente, inicia el proceso de investigación.  Este puede incluir una visita al territorio del Estado Parte, si éste así lo consiente.


c.	Etapas posteriores.


Al igual que en el "procedimiento de comunicaciones", las conclusiones de la investigación, las observaciones y recomendaciones del Comité, deben ser comunicadas al Estado Parte para que, en el plazo de seis meses, haga sus propias observaciones e informes sobre cualquier medida tomada a raíz de la investigación. 


El artículo 9º abre la posibilidad de hacer un seguimiento de las medidas adoptadas por el Estado Parte, a través de su inclusión en el informe periódico que cada cuatro años, éste debe presentar.


d.	El "Procedimiento 1503".


Cabe hacer presente que como Estado Parte del sistema de Naciones Unidas, Chile está sometido a la posibilidad de ser afectado por otro procedimiento de comunicaciones relativas a violaciones manifiestas de derechos humanos de carácter sistemático. Es el denominado "Procedimiento 1503".


Con rasgos similares al establecido en la Convención, en cuanto a que es también de carácter confidencial, este procedimiento no examina denuncias individuales y no es necesario que el informante sea víctima por lo que tampoco se le considera parte de su tramitación.  


A diferencia del "procedimiento de investigación", el 1503, además, es un mecanismo de supervisión general, que no se circunscribe a determinadas violaciones de derechos humanos amparadas por un instrumento internacional específico, como es el caso del presente Protocolo.  


Sin embargo, es menos eficaz, por una parte, porque exige como criterio de admisibilidad de la comunicación el agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, y, por la otra, porque tiene varias fases en las que intervienen una variedad de órganos de Naciones Unidas que hacen la tramitación larga y complicada, además que no hace posible el seguimiento de las medidas tomadas por el Estado Parte para subsanar la situación denunciada.  





En este sentido, la instauración del mecanismo mencionado en el artículo 8º, es un avance en el perfeccionamiento de los órganos de supervisión y un importante logro para la protección de los derechos de la mujer. En lo que se refiere a investigaciones de violaciones sistemáticas de derechos humanos específicos, el presente mecanismo tiene como único precedente la posibilidad de investigaciones que establece la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles Inhumanos o Degradantes (artículo 20), vigente en el país.


e.	Cláusula de exclusión.


El artículo 10, con el fin de facilitar la adopción del Protocolo por parte de países que tienen graves problemas de derechos humanos, establece una cláusula de exclusión ("op out"), que permite al momento de firmar o ratificar este instrumento, declarar que "no se reconoce la competencia del Comité, prescrita en los artículos 8 y 9 (procedimiento de investigación)".


8.	Adopción de medidas de protección por el Estado Parte.


El Artículo 11 obliga a los Estados Partes, a adoptar medidas que protejan de presiones -motivadas por la existencia de comunicaciones que reciba el Comité- a las personas que se hallen bajo su jurisdicción.


9.	Disposiciones finales.


Los Artículos 12 a 21 contemplan, en general, normas de carácter administrativo y finales relativas a: la elaboración de un reglamento interno; a la firma, ratificación, adhesión, enmiendas y denuncia del presente Protocolo; a los plazos de su vigencia para Naciones Unidas y para el Estado Parte que ratifica; todas ellas similares a las contempladas en otros tratados internacionales de derechos humanos.


a.	Publicidad de la Convención, del Protocolo, y de las recomendaciones y observaciones del Comité. 


El artículo 13 del Protocolo establece el compromiso que adquiere el Estado Parte de dar publicidad a la Convención, al Protocolo, a las recomendaciones y observaciones del Comité. Con ello, se busca salvar la falta de información que afecta a diferentes sectores sociales de los Estados Partes, en especial a los más desprotegidos, que habitualmente ignoran los derechos que los protegen.


b.	Prohibición de reservas.


El artículo 17 es demostrativo de otro de los avances en materia de protección internacional de los derechos humanos. En efecto, dicho precepto prohibe expresamente hacer reservas respecto a alguna de las disposiciones del presente Protocolo.  Ello no está contemplado en procedimientos de comunicaciones anteriores como los del Primer Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial y la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.  


Lo estipulado en este artículo es consecuente con lo prescrito en el artículo 19 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, que permite las reservas a menos que sean prohibidas por el tratado en cuestión o incompatibles con el objeto o el fin del mismo.


La excepción a la presente norma, no obstante, la constituye lo estatuido en el artículo 10, anteriormente comentado (cláusula op out). 


IV.	COMENTARIOS FINALES.


Desde 1990 en adelante, Chile ha suscrito y ratificado varios tratados de derechos humanos.  A raíz de ello, ha adquirido nuevas obligaciones internacionales, como los de informar periódicamente a los órganos creados por los tratados sobre el cumplimiento de las normas contenidas en éstos; incorporar el derecho internacional de los derechos humanos en el ordenamiento jurídico interno; y responder a las comunicaciones individuales presentadas en contra del Estado por violaciones a los derechos humanos ante órganos del sistema internacional y del interamericano (Comité de Derechos Humanos y Comisión Interamericana de Derechos Humanos).  


Todas estas obligaciones reflejan el grado de inserción en la comunidad internacional que Chile ha decidido tener.


La ratificación de este Protocolo, en cuya elaboración nuestro país ha tenido una activa participación, se inserta en el contexto señalado, y significa avanzar en el compromiso de hacer efectivos derechos establecidos en el Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, destinada a lograr la igualdad de derechos entre el hombre y la mujer.  


En efecto, este instrumento constituye el primer procedimiento de reclamaciones de género de carácter internacional.  Asimismo, desarrolla y perfecciona mecanismos similares, vigentes en el país.  





En mérito de lo anteriormente expuesto, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones, el siguiente

















P R O Y E C T O  D E  A C U E R D O:











"Artículo único.-	Aprúebase el "Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer", adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 6 de octubre de 1999.".





Dios guarde a V.E.,
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